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Medidas de seguridad (Art. 62.5) 

Las actuaciones de vigilancia y seguridad interior en los centros podrán suponer, en la forma y con la 
periodicidad que se establezca, inspecciones de los locales y dependencias y siempre que fuera necesario 
para la seguridad en los centros registros de personas, ropas y enseres de los extranjeros internados. 

Se podrán utilizar medios de contención física personal* o separación preventiva del agresor en habitación 
individual para:  

- Evitar 1actos de violencia o 2lesiones de los extranjeros,  

- Impedir 1actos de fuga, 2daños en las instalaciones del centro o 3daños ante la resistencia al personal 
del mismo en el ejercicio legítimo de su cargo.  

El uso de los medios de contención será proporcional a la finalidad perseguida, no podrán suponer una 
sanción encubierta y sólo se usarán cuando no exista otra manera menos gravosa para conseguir la 
finalidad perseguida y por el tiempo estrictamente necesario. 

La utilización de medios de contención será previamente autorizada por el director del centro, salvo que 
razones de urgencia no lo permitan, en cuyo caso se pondrá en su conocimiento inmediatamente. El director 
deberá comunicar lo antes posible a la autoridad judicial que autorizó el internamiento, la adopción y cese 
de los medios de contención física personal, con expresión detallada de los hechos que hubieren dado 
lugar a dicha utilización y de las circunstancias que pudiesen aconsejar su mantenimiento. El juez, en el 
plazo más breve posible y siempre que la medida acordada fuere separación preventiva del agresor, 
deberá si está vigente, acordar su mantenimiento o revocación. 

Funcionamiento y régimen interior de los centros de internamiento de extranjeros (Art. 62.6) 

En cada centro de internamiento de extranjeros habrá un director responsable de su funcionamiento que: 

- Deberá adoptar las directrices de organización necesarias, coordinando y supervisando su ejecución.  

- Será el responsable de adoptar las medidas necesarias para 1asegurar el orden y la 2correcta 
convivencia entre extranjeros y 3asegurar el cumplimiento de sus derechos, y  

- Será el responsable de la imposición de medidas a los internos que no respeten las normas de 
1correcta convivencia o 2régimen interior. 

Procedimiento preferente (Art. 63) 

Incoado el expediente en el que pueda proponerse la expulsión por tratarse de uno de los supuestos 
contemplados en el art. 53.1.d), 53.1.f), 54.1.a), 54.1.b), y 57.2, la tramitación del mismo tendrá carácter preferente. 

Igualmente, el procedimiento preferente será aplicable cuando, tratándose de las infracciones previstas en 
la letra a) del art. 53.1 (estar irregularmente en España), se diera alguna de las siguientes circunstancias: 

- Riesgo de incomparecencia. 

- El extranjero evitara o dificultase la expulsión, sin perjuicio de las actuaciones en ejercicio de sus 
derechos. 

- El extranjero representase un riesgo para el orden público, la seguridad pública o la seguridad nacional. 

En estos supuestos no cabrá la concesión del período de salida voluntaria. 

Durante la tramitación del 1procedimiento preferente, así como en la 2fase de ejecución de la expulsión que 
hubiese recaído, podrán adoptarse las medidas cautelares y el internamiento establecidas en los art. 61 y 62. 

Se garantizará el derecho del extranjero a asistencia letrada, que se le proporcionará de oficio, en su caso, y a ser 
asistido por intérprete, si no comprende o no habla castellano, y de forma gratuita en el caso de que careciese 
de medios económicos. 
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Iniciado el expediente, se dará traslado al interesado del acuerdo de iniciación debidamente motivado y por 
escrito, para que alegue lo que considere adecuado, en el plazo de 48 horas, advirtiéndole de las consecuencias 
de no hacerlo así. 

Si el interesado, o su representante, no efectuase alegaciones ni realizasen proposición de prueba sobre el 
contenido del acuerdo de iniciación, o si no se admitiesen, por improcedentes o innecesarias, de forma motivada, 
por el instructor las pruebas propuestas, sin cambiar la calificación de los hechos, el acuerdo de iniciación del 
expediente será considerado como propuesta de resolución con remisión a la autoridad competente para resolver. 

De estimarse la proposición de prueba, esta se realizará en el plazo máximo de 3 días. 

En el supuesto de las letras a) y b) del apdo. 1 del art. 53 cuando el extranjero acredite haber solicitado con 
anterioridad autorización de residencia temporal (arraigo, razones humanitarias, colaboración con la justicia, art. 
31.3), el órgano encargado de tramitar la expulsión suspenderá la misma hasta la resolución de la solicitud, 
procediendo a la continuación del expediente en caso de denegación. 

La ejecución de la orden de expulsión en los supuestos previstos en este artículo se efectuará de forma inmediata. 

Procedimiento ordinario (Art. 63.2) 

Cuando se tramite la expulsión para supuestos distintos a los previstos en el art. 63, el procedimiento a 
seguir será el ordinario. 

La resolución en que se adopte la expulsión tramitada mediante el procedimiento ordinario incluirá un plazo 
de cumplimiento voluntario para que el interesado abandone el territorio nacional. La duración de dicho 
plazo oscilará entre 7 y 30 días y comenzará a contar desde el momento de la notificación de la citada 
resolución. 

El plazo de cumplimiento voluntario de la orden de expulsión podrá prorrogarse durante un tiempo 
prudencial en atención a las circunstancias que concurran en cada caso concreto, como pueden ser, la 
1duración de la estancia, estar 2a cargo de niños escolarizados o la 3existencia de otros vínculos familiares 
y sociales. 

Tanto en la 1fase de tramitación del procedimiento como durante el 2plazo de cumplimiento voluntario, 
podrá adoptarse alguna o algunas de las medidas cautelares establecidas en el art. 61, excepto la de 
internamiento prevista en la letra e). 

Ejecución de la expulsión (Art. 64) 

Expirado el plazo de cumplimiento voluntario sin que el extranjero haya abandonado el territorio nacional, 
se procederá a su detención y conducción hasta el puesto de salida por el que se deba hacer efectiva la 
expulsión. Si la expulsión no se pudiera ejecutar en el plazo de 72 horas, podrá solicitarse la medida de 
internamiento regulada en los artículos anteriores, que no podrá exceder del período establecido en el art. 
62 de esta Ley. 

Tanto en los supuestos de 1prórroga del plazo de cumplimiento voluntario como de 2aplazamiento o 
suspensión de la ejecución de la expulsión, lo que se acreditará en documento debidamente notificado al 
interesado, se tendrá en cuenta la garantía para el extranjero afectado de: 

- El mantenimiento de la unidad familiar con los miembros que se hallen en territorio español. 

- La prestación de atención sanitaria de urgencia y tratamiento básico de enfermedades. 

- El acceso para los menores, en función de la duración de su estancia, al sistema de enseñanza básica. 

- Las necesidades especiales de personas vulnerables. 

La ejecución de la resolución de expulsión se efectuará, en su caso, a costa del empleador que hubiera sido 
sancionado por las infracciones previstas en el art. 53.2 a) o 54.1.d) de esta Ley o, en el resto de los 
supuestos, a costa del extranjero si tuviere medios económicos para ello. De no darse ninguna de dichas 
condiciones, se comunicará al representante diplomático o consular de su país, a los efectos oportunos. 
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Cuando un extranjero sea detenido en territorio español y se constate que contra él se ha dictado una 
resolución de expulsión por un Estado miembro de la Unión Europea, se procederá a ejecutar 
inmediatamente la resolución, sin necesidad de incoar nuevo expediente de expulsión. Se podrá solicitar 
la autorización del Juez de instrucción para su ingreso en un centro de internamiento, con el fin de asegurar 
la ejecución de la sanción de expulsión, de acuerdo con lo previsto en la presente Ley. 

Se suspenderá la ejecución de la resolución de expulsión cuando se formalice una petición de protección 
internacional, hasta que se haya inadmitido a trámite o resuelto, conforme a lo dispuesto en la normativa 
de protección internacional. 

No será precisa la incoación de expediente de expulsión: 

- Para proceder al traslado, escoltados por funcionarios, de los solicitantes de protección internacional 
cuya solicitud haya sido inadmitida a trámite, al ser responsable otro Estado del examen de la solicitud, 
de conformidad con los convenios internacionales en que España sea parte, cuando dicho traslado se 
produzca dentro de los plazos que el Estado responsable tiene la obligación de proceder al estudio de 
la solicitud. 

- Para proceder al traslado, escoltados por funcionarios, manutención, o recepción, custodia y transmisión 
de documentos de viaje, de los extranjeros que realicen un tránsito en territorio español, solicitado 
por un Estado miembro de la Unión Europea, a efectos de repatriación o alejamiento por vía aérea. 

Carácter recurrible de las resoluciones sobre extranjeros (Art. 65) 

Las resoluciones administrativas sancionadoras serán recurribles con arreglo a lo dispuesto en las leyes. El 
régimen de ejecutividad de las mismas será el previsto con carácter general. 

En todo caso, cuando el extranjero no se encuentre en España, podrá cursar los recursos procedentes, tanto 
en vía administrativa como jurisdiccional, a través de las representaciones diplomáticas o consulares 
correspondientes, quienes los remitirán al organismo competente. 

Obligaciones de los transportistas (Art. 66) 

Cuando así lo determinen las autoridades españolas respecto de las rutas procedentes de fuera del Espacio 
Schengen en las que la intensidad de los flujos migratorios lo haga necesario, a efectos de combatir la 
inmigración ilegal y garantizar la seguridad pública, toda 1compañía, 2empresa de transporte o 
3transportista estará obligada, en el momento de finalización del embarque y antes de la salida del medio 
de transporte, a remitir a las autoridades españolas encargadas del control de entrada la información 
relativa a los pasajeros que vayan a ser trasladados al territorio español, ya sea por vía 1aérea, 2marítima o 
3terrestre, y con independencia de que el transporte sea en 1tránsito o como 2destino final. 

La información será transmitida por medios telemáticos, o, si ello no fuera posible, por cualquier otro medio 
adecuado, y comprenderá: nombre y apellidos de cada pasajero, fecha de nacimiento, nacionalidad, 
número de pasaporte o del documento de viaje que acredite su identidad y tipo del mismo, paso fronterizo 
de entrada, código de transporte, hora de salida y de llegada del transporte, número total de personas 
transportadas, y lugar inicial de embarque.  

Las autoridades del control de entrada guardarán los datos en un fichero temporal, borrándolos tras la 
entrada y en un plazo de 24 horas desde su comunicación, salvo necesidades en el ejercicio de sus 
funciones. Los transportistas deberán haber informado de este procedimiento a los pasajeros, estando 
obligados a borrar los datos en el mismo plazo de 24 horas. 

COORDINACIÓN DE LOS PODERES PÚBLICOS (Tít. 4) 

Coordinación de los órganos de la Administración del Estado (Art. 67) 

El Gobierno llevará a cabo una observación permanente de las magnitudes y características más 
significativas del fenómeno inmigratorio con objeto de analizar su impacto en la sociedad española y facilitar 
una información objetiva y contrastada que evite o dificulte la aparición de corrientes xenófobas o racistas. 
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Coordinación de las Administraciones Públicas (Art. 68) 

La Conferencia Sectorial de Inmigración es el órgano a través del cual se asegurará la adecuada 
coordinación de las actuaciones que desarrollen las Administraciones Públicas en materia de inmigración. 

Apoyo al movimiento asociativo de los inmigrantes (Art. 69) 

Los poderes públicos impulsarán el fortalecimiento del movimiento asociativo entre los inmigrantes y 
apoyarán a los 1sindicatos, 2organizaciones empresariales y a las 3organizaciones no gubernamentales 
que, sin ánimo de lucro, favorezcan su integración social, facilitándoles ayuda económica, tanto a través de 
los programas generales como en relación con sus actividades específicas. 

El Foro para la Integración Social de los Inmigrantes (Art. 70) 

El Foro para la Integración Social de los Inmigrantes, constituido de forma tripartita y equilibrada, por 
representantes de las:  

- Administraciones Públicas, de las  

- Asociaciones de inmigrantes y de 

- Otras organizaciones con interés e implantación en el ámbito migratorio, incluyendo entre ellas a las 
organizaciones sindicales y empresariales más representativas constituye el órgano de 1consulta, 
2información y 3asesoramiento en materia de integración de los inmigrantes. 

Observatorio Español del Racismo y la Xenofobia (Art. 71) 

Se constituirá el Observatorio Español del Racismo y la Xenofobia, con funciones de estudio y análisis, y con 
capacidad para elevar propuestas de actuación, en materia de lucha contra el racismo y la xenofobia. 

Comisión Laboral Tripartita de Inmigración (Art. 72) 

La Comisión Laboral Tripartita de Inmigración es el órgano colegiado adscrito al Ministerio competente en 
materia de inmigración, de la que forman parte las organizaciones sindicales y empresariales más 
representativas. 

REAL DECRETO 240/2007, SOBRE ENTRADA, LIBRE CIRCULACIÓN Y RESIDENCIA EN ESPAÑA 
DE CIUDADANOS DE LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA UNIÓN EUROPEA Y DE OTROS 
ESTADOS PARTE EN EL ACUERDO SOBRE EL ESPACIO ECONÓMICO EUROPEO. 

DISPOSICIONES GENERALES (Cap. 1) 

Objeto (Art. 1) 

El presente real decreto regula las condiciones para el ejercicio de los derechos de entrada y salida, libre 
circulación, estancia, residencia, residencia de carácter permanente y trabajo en España por parte de los 
ciudadanos de otros Estados miembros de la Unión Europea y de los restantes Estados parte en el Acuerdo 
sobre el Espacio Económico Europeo, así como las limitaciones a los derechos anteriores por razones de 
orden público, seguridad pública o salud pública. 

El contenido del presente real decreto se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en leyes especiales y en 
los tratados internacionales en los que España sea parte. 

Aplicación a miembros de la familia del ciudadano de un Estado miembro de la Unión Europea o de otro Estado 
parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (Art. 2) 

El presente real decreto se aplica también, cualquiera que sea su nacionalidad, y en los términos previstos 
por éste, a los familiares de ciudadano de otro Estado miembro de la Unión Europea o de otro Estado parte 
en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, cuando le acompañen o se reúnan con él, que a 
continuación se relacionan: 
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a) A su cónyuge, siempre que no haya recaído el acuerdo o la declaración de nulidad del vínculo 
matrimonial, divorcio o separación legal. 

b) A la pareja con la que mantenga una unión análoga a la conyugal inscrita en un registro público 
establecido a esos efectos en un Estado miembro de la Unión Europea o en un Estado parte en el 
Espacio Económico Europeo, que impida la posibilidad de dos registros simultáneos en dicho Estado, y 
siempre que no se haya cancelado dicha inscripción, lo que deberá ser suficientemente acreditado. Las 
situaciones de matrimonio e inscripción como pareja registrada se considerarán, en todo caso, 
incompatibles entre sí. 

c) A sus descendientes directos, y a los de su cónyuge o pareja registrada siempre que no haya recaído 
el acuerdo o la declaración de nulidad del vínculo matrimonial, divorcio o separación legal, o se haya 
cancelado la inscripción registral de pareja, menores de veintiún años, mayores de dicha edad que 
vivan a su cargo, o incapaces. 

d) A sus ascendientes directos, y a los de su cónyuge o pareja registrada que vivan a su cargo, siempre 
que no haya recaído el acuerdo o la declaración de nulidad del vínculo matrimonial, divorcio o separación 
legal, o se haya cancelado la inscripción registral de pareja. 

Entrada y residencia de otros familiares del ciudadano de un Estado miembro de la Unión Europea o de otros 
Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (Art. 2 bis) 

Se podrá solicitar la aplicación de las disposiciones previstas en este real decreto para miembros de la familia 
de un ciudadano de un Estado miembro de la Unión Europea o de otros Estados parte en el Acuerdo sobre 
el Espacio Económico Europeo a favor de: 

a) Los miembros de su familia, cualquiera que sea su nacionalidad, no incluidos en el artículo 2 del 
presente real decreto, que acompañen o se reúnan con él y acrediten de forma fehaciente en el 
momento de la solicitud que se encuentran en alguna de las siguientes circunstancias: 

- Que, en el país de procedencia, estén a su cargo o vivan con él. 

- Que, por motivos graves de salud o de discapacidad, sea estrictamente necesario que el 
ciudadano de la Unión se haga cargo del cuidado personal del miembro de la familia. 

b) La pareja de hecho con la que mantenga una relación estable debidamente probada, de acuerdo con 
el criterio establecido en el apartado 4.b) de este art. 

Si los miembros de la familia y la pareja de hecho que se contemplan en el apartado 1, están sometidos a la 
exigencia de visado de entrada según lo establecido en el Reglamento (CE) 539/2001, de 15 de marzo, por 
el que se establece la lista de terceros países cuyos nacionales están sometidos a la obligación de visado 
para cruzar las fronteras exteriores y la lista de terceros países cuyos nacionales están exentos de esa 
obligación, la solicitud de visado, contemplada en el artículo 4 del presente real decreto, deberá 
acompañarse de lo siguientes documentos: 

a) Pasaporte válido y en vigor del solicitante. 

b) En los casos contemplados en la letra a) del apartado 1, documentos acreditativos de la dependencia, 
del grado de parentesco y, en su caso, de la existencia de motivos graves de salud o discapacidad o 
de la convivencia. 

En el supuesto de pareja, la prueba de la existencia de una relación estable con el ciudadano de un Estado 
miembro de la Unión Europea o de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo 
y el tiempo de convivencia. 

La solicitud de la tarjeta de familiar de ciudadano de la Unión deberá acompañarse de los siguientes 
documentos: 

a) Pasaporte válido y en vigor del solicitante. En el supuesto de que el documento esté caducado, deberá 
aportarse copia de éste y de la solicitud de renovación. 
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